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Señores miembros del jurado: 
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para optar el grado académico de Magister en Derecho Penal y Procesal Penal, 
en la Universidad César Vallejo pongo a disposición de los miembros del jurado la 
Tesis EL DERECHO A LA NO INCRIMINACIÓN Y SU APLICACIÓN EN EL 
PERÚ. La presente investigación se ha desarrollado sobre la base de la 
normatividad vigente; dejando a ustedes y a su apropiada discreción la evaluación 
de este trabajo, que sea el reflejo de labor desarrollada y que reúna los méritos 
suficientes para su oportuna aceptación. 
Los capítulos y contenidos son: Introducción, Problema de investigación, Marco 
metodológico, Resultados, Discusión, Conclusiones y Recomendaciones. 
Espero señores miembros del jurado que esta investigación se ajuste a las 
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La presente investigación titulada El derecho a la no incriminación y su 
aplicación en el Perú, tiene por objetivo sentar las bases doctrinarias, legales 
y jurisprudenciales de la importancia de respetar este derecho fundamental. 
Desde el ejercicio profesional se ha observado y ha preocupado como la 
actuación de los magistrados (jueces y fiscales) y de los policías muchas 
veces transgreden los derechos, abusan de su autoridad en aras de 
encontrar la verdad cueste lo que cueste.  
La investigación asume un enfoque cualitativo, el diseño es estudio de casos 
y de tipo descriptivo. Además se aplicó las técnicas de recolección de datos 
de la entrevista, la observación y el análisis de fuente documental.  
De modo particular esta problemática se observa en la Corte Superior de 
Lima Norte. Los magistrados siguen con una mentalidad inquisitiva, 
prejuiciosa, siguen a pies juntillas del llamado Derecho Penal del enemigo, el 
mismo que desconoce los derechos fundamentales y las garantías de un 
debido proceso.  Con esta investigación se quiere poner en discusión a los 
operadores del Derecho y a toda la comunidad jurídica de los alcances 
doctrinarios del derecho a la no incriminación y sus implicancias jurídicas 
cuando este no se cumple. Un Estado Constitucional de Derecho debe 
basarse en el respeto irrestricto de los derechos humanos y de la persona y 
su dignidad.  
Palabra clave: Derecho a la no incriminación, presunción de inocencia, 







This research entitled The right to non-infringement and its application in 
Peru, aims to establish the doctrinal, legal and jurisprudential bases of the 
importance of respecting this fundamental right. From the professional 
practice we have observed and worried about how the actions of the 
magistrates (judges and prosecutors) and the police often transgress the 
rights, abuse their authority in order to find the truth at all costs. In particular, 
this problem is observed in the Superior Court of North Lima. The 
magistrates continue with an inquisitive, prejudiced mentality, follow closely 
the so-called Criminal Law of the enemy, the same that ignores the 
fundamental rights and guarantees of due process. With this research we 
want to put into discussion the legal operators and the entire legal community 
from the doctrinal scope of the right to non-incrimination and its legal 
implications when this is not fulfilled. A Constitutional State of Law must be 
based on the unrestricted respect of human rights and of the person and his 
dignity.  
 





























Con esta investigación se pretende profundizar en los alcances del derecho 
a la no incriminación. Para ello se exponen a continuación los antecedentes 
tanto nacionales como internacionales. Aquí se observa que esta temática 
ha sido abordada ampliamente por la doctrina, estudios, legislación y 
especialistas en la materia. Esto permite darle consistencia teórica y 
argumentativa a la investigación.  
Antecedentes Nacionales 
Uno de los principales autores peruanos en abordar la imputación objetiva es 
Villavicencio (2010, p. 6) que en su obra de tipo cualitativo titulado La 
Imputación Objetiva en la Jurisprudencia Peruana, llega a la conclusión que 
el Derecho Penal peruano experimenta una inquietante evolución en cuanto 
a criterios de imputación penal. La idea de que la conducta humana causa 
un resultado es lo que orienta la determinación de la causalidad. Para 
tipificar esta conducta a un tipo legal se necesita comprobar la relación que 
existe entre esta conducta y el resultado típico. 
  Otro antecedente nacional es el estudio cualitativo de Espinola 
(2015) con su investigación titulada Efectos de la condena del absuelto en 
aplicación de los arts. 419 inc.2 y 425 inc. 3 literal b del Código Procesal 
Penal del 2004, Tesis para obtener el Grado de Maestro en Derecho Penal 
ante la Universidad Privada Antenor Orrego. En esta investigación el autor 
sostiene que con la prohibición de compeler a declarar o a reconocer la 
culpabilidad se está frente a la garantía que tiene la persona para decidir 
libremente si declarará o no cuando viene siendo objeto de una investigación 
por algún hecho delictivo, así como, respecto de cual habrá de ser el 





penal no están legitimados para compeler al individuo a declarar y, mucho 
menos, a declarar de una determinada manera.  
  Binder, citado por Espinola (2015, p. 89) señala que el imputado 
tiene la potestad y el poder de decisión sobre su propia declaración, 
consecuentemente, solo él determinará lo que quiere o lo que no le interesa 
declarar, lo que tendrá que hacer de manera voluntaria y libre; esto significa 
que no se pueden utilizar medios violentos para conseguir la declaración, 
pero significa también, que no se puede utilizar ningún mecanismo que 
menoscabe la voluntad del imputado (por ejemplo, mediante la 
administración de psicofármacos, sueros de la verdad, hipnosis, etc.). No se 
pueden emplear tampoco preguntas capciosas o sugestivas, ni amenazar al 
imputado con lo que le podría suceder en caso que no confiese, entre otros 
recursos similares.  
  Sostiene Espinola (2015, p. 45) que el derecho a la no incriminación 
es la garantía que tiene por finalidad desterrar concepciones inquisitivas que 
buscaban afanosamente lograr la confesión del imputado, incluso en 
desmedro de una dignidad de persona humana. Entre las consecuencias 
más importantes de este derecho se encuentra el hecho de que de ninguna 
manera se puede obligar ni inducir siquiera al imputado a reconocer su 
culpabilidad, pero también se contiene el derecho que se tiene a que de la 
negativa a declarar, del silencio del imputado frente a preguntas concretas o, 
incluso, frente a su mentira no se puedan extraer conclusiones de 
culpabilidad. 
  De otro lado, de acuerdo a la investigación de la ONG limeña 





condenas penales con violación de este derecho a la no incriminación, tal 
como lo evidencian los informes publicados por las instituciones que velan 
por los derechos Humanos, sobre cifras de torturas. En estas 
investigaciones se corrobora que la utilización de actos de prueba o de 
investigación que se originan en violación del derecho-garantía de la no 
incriminación deviene en prueba ilícita o  denominada también como prueba 
prohibida, es decir que no puede ser incorporada al proceso, tema que se 
encuentra ampliamente desarrollado por los procesalistas contemporáneos. 
  En esa línea doctrinaria también se ubica Prado (2011) que sostiene 
que toca representar al Estado en el caso concreto, a efectos de afirmar la 
sanción penal; a fin de determinar que esa persona es autora de un hecho 
punible de relevancia social, que carece de esa presunción de inocencia, 
que se puede calificar como autora de un delito, como persona culpable y 
debe ser objeto de una reacción punitiva. Este es el escenario de la 
determinación judicial de la pena, poder aportar ese juicio, que implica en 
gran medida definir de modo cualitativo y cuantitativo e incluso bajo ciertos 
presupuestos; esto último es lo que nos interesa en particular, la sanción que 
corresponde aplicar a ese autor o partícipe culpable de un hecho punible (p. 
32). 
  Otro antecedente nacional es la investigación de tesis para optar el 
grado de Maestro en Ciencias Penales por la Universidad Nacional Mayor de 
san Marcos, sustentado por Quispe (2012) titulado El derecho a la no 
incriminación y su aplicación en el Perú. En esta investigación la autora llega 
a las siguientes conclusiones: 1) el derecho a declarar y a la no incriminación 





del proceso, 2) el derecho a la no incriminación es un derecho específico 
que se desprende del derecho de defensa y la presunción de inocencia 
comprende el derecho a ser oído  y el derecho a guardar silencio sin que 
esto sea tomado como indicios de culpabilidad (pp.155-156).  
  También de los antecedentes nacionales se cuenta con la 
investigación cualitativa titulada La imputación objetiva como garantía del 
imputado, cuyo autor es Remigio (2014) y que llegó a las siguientes 
conclusiones:   
1. Los agentes del Sistema de Justicia Penal del país no tienen 
conocimiento definido respecto a la institución de Dogmática Penal – 
Imputación Objetiva, más aun, su labor de aplicación en tanto, los órganos 
jurisdiccionales ante la administración de justicia, los órganos fiscales ante 
los requerimientos y defensores de la legalidad y los abogados litigantes 
como defensores de los derechos de los justiciables, es mínima. 
2. Las garantías procesales brindadas al imputado dentro de un proceso 
penal difieren en su estructura, mientras que las bases orientadoras del 
Derecho Penal como el Principio de Legalidad, Fragmentariedad y 
Subsidiaridad deben materializarse a partir de los operadores jurídicos, y 
siendo ello así se tiene que su aplicación generaría mejor desarrollo de la 
administración de justicia. 
3. En la actualidad los órganos jurisdiccionales carecen conocimiento de 
los principios de la imputación objetiva, por consiguiente no efectivizan las 
garantías del proceso penal ni materializan los principios elementales del 
Derecho Penal, discriminando en su actuación los pilares que la Dogmática 





Penal, careciendo así de elementos o instrumentos que apoyen al justiciable 
a la consideración de un comportamiento relevante penalmente (pp. 53-55). 
  Finalmente, el antecedente legal a la Garantía de la no 
autoincriminación se encontró reconocida expresamente en la Constitución 
Política de 1979, en el Art. 2 inc. 20 literal k. Actualmente, se encuentra 
establecida en la Constitución de 1993 de forma limitada en el Art. 2 inc. 24 
literal g. 
 
Antecedentes internacionales  
  De acuerdo a la guatemalteca De Paz (2013) en su obra de tipo 
cualitativa titulada, La Imputación Objetiva en Materia Penal. Análisis de los 
elementos principales que configuran la imputación objetiva en materia 
penal, sustentada en la Universidad de San Carlos de Guatemala, concluye 
que el Ministerio Público al realizar la imputación de un delito tiene que 
basarse en la sistematización de la estructura del delito realizando así una 
imputación objetiva, imparcial y legal del hecho delictivo. Asimismo, el 
Ministerio Público debe aplicar el sistema garantista en toda imputación que 
éste realice para cumplir con su fin de ente acusador pero también para 
cumplir con su función de desestimación de un caso cuando en la 
investigación no encuentre elementos suficientes para solicitar una 
acusación formal en contra del imputado (p.89).  
  Otra investigación cualitativa relevante es la de Londoño (2015) 
titulado El derecho a no autoincriminación y la autorización para la obtención 
de evidencia a partir del cuerpo del procesado, el mismo que fue su tesis de 





Universidad de Medellín. En esta investigación se concluye que no es tan 
acertado afirmar que dentro de un proceso penal, el privilegio contra la 
autoincriminación vaya desde la declaración del indiciado, imputado, 
acusado, procesado o sospechoso mediante la deposición en juicio (o en 
instancias pre procesales), hasta la posibilidad de abarcar el equivalente 
funcional a la misma, es decir, el cuerpo humano como evidencia probatoria 
e, incluso, las grafías para cotejo; toda vez que se pensó desde un inicio que 
el privilegio abarcaba un todo desde la posibilidad de auto incriminarse y no 
únicamente uno de los medios de prueba capaces de tal situación. 
  Así también para el argentino Coautti (1995) la garantía de la no 
autoincriminación ha quedado reducida ya que la auto incriminación carece 
de validez en sede penal, sólo cuando es producto de la coacción que 
abarca los aspectos físicos y psíquicos (p. 105). 
  En Europa, Roxin, Artz y Tiedemann plantean que la investigación 
judicial se enmarca no sólo dentro del marco del Derecho procesal penal 
sino que incluye al Derecho Constitucional, ya que los principios procesales 
son el conflicto entre poder punitivo y el ciudadano, y ello es un problema de 
derecho constitucional (1989, p. 69). 
  Por su parte, Jakobs (2001) al precisar que más razonable es ubicar 
el cometido del Derecho Penal en aquel campo en el que algo pueda lograr: 
en el de la garantía de la vigencia de la norma que es cuestionada por el 
hecho delictivo (p.9); la materialización de los hechos como base de 
cuestionamiento ante el quebrantamiento de una norma social, no solo debe 
tener efectos de exteriorización, es decir, plasmarse en la realidad, sino 





valedero para el Derecho Penal. 
  Desde 1936 la Corte Suprema de los Estados Unidos ya se había 
pronunciado en el caso de confesiones producidas bajo coerción (caso 
Brown vs. Mississippi), indicando además que la naturaleza de ciertos 
comportamientos de la policía constituían por fuerza, coerción, tales como 
un largo interrogatorio o la intimidación mental, como la amenaza de meter 
en prisión a la esposa (Rogers vs. Richmond, 1961), que los hijos serían 
recogidos por las autoridades estatales si no cooperaban (Lynumn vs. 
Illinois, 1963) o que se perderá el puesto de trabajo si no se confiesa, como 
fue la manera de presionar de un oficial de policía, amigo de la infancia del 
inculpado. (Spano vs. New York, 1959).  
  En el Derecho comparado el desarrollo de la no incriminación 
encuentra una de sus fuentes principales en el Due process law inglés, ya 
que es en Estados Unidos donde se establece el contenido de esta garantía 
con el establecimiento de la Miranda Rule y los mecanismos de salvaguarda 
a este derecho. 
  En Estados Unidos, el Tribunal Supremo estableció que el uso que 
hiciera cualquiera de sus Estados miembros de una confesión que suponga 
cualquier tipo de coacción supone una negación del Due Process of Law, y 
por lo tanto es inadmisible. Esta es la primera línea directriz para la admisión 
de la confesión. 
  La importancia de este tema de la no-incriminación como 
manifestación del Derecho de Defensa es desarrollado de manera amplia 






Habiendo planteado los antecedentes tanto nacionales como 
internacionales, a continuación se aborda en profundidad el marco teórico de 
la investigación.  
 
1.1. Marco teórico referencial  
  En esta parte de la investigación se continuará profundizando los 
aspectos teóricos y argumentativos del derecho a la no incriminación. Sobre 
el desarrollo de los derechos constitucionales (la no in criminación se 
encuentra dentro de ellos) de directa aplicación es necesario recurrir al 
Derecho comparado y a la jurisprudencia que ha expuesto contundentes 
argumentos al respecto. 
   La doctrina argentina a través de Binder (1999) sostiene que para 
comprender el derecho a no declarar en contra de sí mismo, hay que saber 
que cuando una persona es culpada de algún ilícito, esta persona adquiere 
el derecho inalienable a defenderse de tal imputación. Ahora bien: una 
manifestación privilegiada de ese derecho a defenderse es el derecho a 
declarar, es decir, el derecho a introducir válidamente al proceso la 
información que el imputado considera adecuada (pp. 181-183). Por lo tanto, 
sólo si se considera la declaración como una de las manifestaciones del 
derecho del imputado a defenderse, se puede comprender que nadie puede 
ser obligado a declarar en su contra.  
   Para Binder (1999) en el sentido más genérico, se puede decir que 
el imputado no tiene el deber de declarar la verdad. Es decir, sea que 
declare la verdad o que oculte información, no estará haciendo otra cosa que 





un deber como el que tienen los testigos respecto de la declaración. 
Consecuentemente, sólo él determinará lo que quiere o lo que no le interesa 
declarar. De esto pueden extraerse algunas consecuencias interesantes. La 
consecuencia más importante y directa es la siguiente: del silencio del 
imputado, de su negativa a declarar o de su mentira no se pueden extraer 
argumentos a contrario sensu (p. 182). Esto es muy importante porque lo 
contrario equivaldría a fundar las resoluciones judiciales sobre una 
presunción surgida de un acto de defensa del imputado. Y tal cosa violaría, 
en última instancia, su derecho de defensa. 
   Este derecho tiene dos expresiones:  
1) el derecho a declarar y  
2) el derecho a no hacerlo.  
 En ese sentido, un Estado de Derecho asume un rol de garante 
respecto a la tutela de este derecho en el propio Estado, evitando que el 
ciudadano imputado se autoinculpe sin haber sido debidamente instruido de 
los derechos procesales que le asisten, dentro de ellos, la ausencia de 
efectos negativos por el ejercicio de su derecho a no declarar 
   Las exhortaciones que pueden efectuar el fiscal y/o el juez, son 
admisibles porque el sistema ha generado un Derecho penal premial no solo 
favorable a la sociedad, sino al justiciable mismo; también porque el sistema 
jurídico posee una política criminal propiciatoria del arrepentimiento y la 
colaboración. 
   En principio, así como se establece la obligación de informar de los 
derechos beneficiosos a la situación del justiciable, resulta lógico y razonable 





podrían favorecer en el caso de expresar la verdad o manifestar su 
confesión o, mejor aún, actuar como colaborador de la justicia. 
  Desde el punto de vista normativo, la Constitución Política ha 
impuesto la protección del derecho de defensa y garantiza su ejercicio en el 
inciso 14 del artículo 139, que señala como principio y derecho de la función 
jurisdiccional el de no ser privado del derecho de defensa en ningún estado 
del proceso; así, en un juicio es inviolable la defensa de la persona y sus 
derechos, determinando de esta forma un inquebrantable mandato, para el 
juez fundamentalmente, como para los demás operadores de justicia.  
    Asimismo la Constitución Política establece que nadie puede ser 
obligado o inducido a declarar contra sí mismo; esto constituye una de las 
expresiones del derecho de defensa. En consecuencia, la inviolabilidad del 
derecho de defensa se traduce en la incoercibilidad del imputado. 
   Solo la declaración del imputado, obtenida por un procedimiento 
respetuoso de las reglas, puede ser valorada ampliamente por los jueces 
para fundar sus juicios o decisiones sobre la reconstrucción del 
comportamiento atribuido, objeto del proceso, si a la vez respeta a las 
demás reglas de garantía que la rigen. Observando el fenómeno desde el 
punto de vista negativo, se debe concluir en que la declaración del imputado, 
que menosprecia estas, no puede ser utilizada para fundar una decisión que 
lo perjudique y sólo es aprovechable en tanto lo beneficie. La consecuencia 
expresada no depende de la voluntad del imputado ni de su protesta ante el 
vicio, pues se trata de una garantía constitucional y de un defecto relativo a 
la participación del imputado en el procedimiento. 





   Continuando con el análisis normativo, el inciso 4 del artículo 87º del 
Código Procesal Penal peruano prescribe que solo el juez y el fiscal, 
precisamente durante la investigación preparatoria, son las únicas 
autoridades que podrán hacerle ver al imputado los beneficios legales que 
podría obtener si coopera al pronto esclarecimiento de los hechos delictivos. 
 La prohibición de realización de preguntas capciosas, constituye una fórmula 
engañosa diseñada para arrancar al declarante o deponente una respuesta 
que lo compromete o le causa perjuicio; o que si hubiera sido clara, no 
hubiera tenido el mismo resultado; si lo respondido y que puede ser 
incriminante no habría sido espontáneo ni voluntario carecería de 
legitimidad. 
   En consecuencia, para Espinola (2015) la presunción de inocencia 
significa:  
a) Que nadie está obligado a demostrar su inocencia, pues esta se 
presume.  
b) Que solo, a través de una sentencia fundada en derecho, se podrá 
declarar la responsabilidad penal del acusado;  
c) Que nadie puede ser tratado como culpable mientras no exista esa 
declaración judicial firme; y  
d) Que no puede haber ficciones de culpabilidad: la sentencia absolverá o 
condenará, no existe otra posibilidad (p. 83). Este derecho a su vez tiene 








Tabla 1: Efectos del derecho a la presunción de inocencia 




Es un derecho subjetivo por el cual al sindicado 
se le debe tratar como inocente. Es decir, que 
nadie, ni la policía ni la fiscalía ni los medios de 
comunicación, pueden señalar a alguien como 
culpable hasta que una sentencia lo declare 
como tal, a fin de respetar su derecho al honor e 
imagen 
 
A nivel procesal 
El mismo trato de no autor hasta que un régimen 
de pruebas obtenidas debidamente produzca 
condena 
 
   El ordenamiento jurídico peruano a la par con las normas 
internacionales concibe al derecho de defensa como pilar de cualquier tipo 
de procedimiento y, por ende, como una manifestación del debido proceso, 
entendido este como el proceso en el que se respetan las garantías 
constitucionales a favor de los intervinientes. Importante es señalar que el 
derecho de defensa es, a su vez, principio y garantía. Constituye un principio 
porque sirve de fundamento para el desarrollo del proceso y para la 
interpretación de la norma adjetiva. Es una garantía porque el ordenamiento 
jurídico dota de mecanismos legales para hacerlo valer durante el proceso.  
   En ese sentido y de modo general, Espinola (2015) define el derecho 
de defensa como la garantía constitucional que le asiste a toda persona que 
posee un interés directo en la resolución jurídica del proceso penal para 
poder comparecer ante los órganos de persecución pertinentes, a lo largo de 
todo el proceso, a fin de poder resguardar con eficacia sus intereses en 





imputado, sino también a otras personas que pueden intervenir en el 
proceso, como el actor civil o el tercero.  
   El Ministerio Público, desde la perspectiva de la defensa como 
limitación del poder estatal, no tiene derecho de defensa, sino un conjunto 
de facultades o armas para cumplir su función persecutoria. El derecho de 
defensa tiene dos dimensiones:  





Es un derecho fundamental que pertenece a 
todas las partes en el proceso, cuyas notas 







Tiene un carácter objetivo institucional, la 
defensa constituye un verdadero requisito para 
la validez del proceso, siempre necesaria, aun 
al margen o por sobre la voluntad de la parte, 
para la validez del juicio. 
 
   Desde el análisis del proceso penal, el derecho de defensa se define 
como el derecho constitucional que ampara a toda persona física a quien se 
le pueda atribuir la comisión de un hecho punible, mediante cuyo ejercicio se 
garantiza al imputado la asistencia técnica de un abogado defensor y se les 
concede a ambos la capacidad de postulación necesaria para oponerse 
eficazmente a la pretensión punitiva y poder hacer valer dentro del proceso 
el derecho constitucional a la libertad del ciudadano.  
   Existiendo una imputación nace el derecho de defensa, lo que 
importa reconocer que el imputado tiene, en cuanta posibilidad procesal, el 





autoridad en todas y cada una de las instancias en que la causa se 
desenvuelva.  
   La defensa es ejercida tanto por el imputado cuanto por su abogado 
defensor, de ahí su carácter dual: privada o material y pública o formal. La 
defensa material comprende el derecho del imputado a hacer valer su propia 
defensa, ya sea contestando la imputación, negándola, guardando silencio, o 
bien conformándose con la pretensión del fiscal. La defensa técnica se erige 
como un servicio público imprescindible que se presta aun contra la voluntad 
del imputado y viene a complementar la capacidad del imputado para estar 
en juicio penal, con lo que se busca garantizar el principio de igualdad de 
armas y resistir eficazmente la persecución penal. 
   En el interrogatorio, las preguntas tienen que ser claras y precisas, 
no podrán formularse preguntas ambiguas, capciosas o sugestivas; no podrá 
coactarse de modo alguno al imputado, ni inducirlo o determinarlo a declarar 
contra su voluntad, no se le harán cargos o reconvenciones tendientes a 
obtener la confesión, tal como lo prohíbe el inciso 4 del artículo 88º del 
Nuevo Código Procesal Penal. Las preguntas que se dirijan al imputado, 
deben ser pertinentes, relevantes o importantes, esto es, referidas 
exclusivamente al hecho punible; en otras palabras, al objeto del 
procedimiento y sus circunstancias concomitantes, de conformidad con los 
fines del proceso penal.  
   En tal medida, la declaración del imputado debe prestarse en un 
ambiente de plena libertad, pues, su declaración no puede ser objeto de 





desarrollo, y si el imputado se niega a declarar total o parcialmente, se hará 
constar en el acta correspondiente. 
   Se encuentran prohibidas las inducciones y sugestiones que tuerzan 
la voluntad del procesado, quien resultaría constreñido o presionado, en 
tanto lo obtenido resultaría ser producto de la instigación de tercero; ahora 
bien, en este punto, se considera que el límite es lo que se considera 
coactivo y, por ende, no toda persuasión debe considerarse prohibida como 
se ha expresado en el punto anterior. 
   El derecho a guardar silencio, otra manifestación del derecho a la no 
autoincriminación es el derecho a mantenerse silente. El imputado tiene 
derecho a no declarar sin que de aquello puedan extraerse consecuencias 
negativas en su contra; esto constituye un derecho razonable que se colige 
de la prohibición de autoincriminación, nacida originalmente para evitar la 
tortura. Si el imputado decide guardar silencio, no puede, a partir de ello, 
concluirse su culpabilidad, puesto que lo que ejerce es un derecho 
(reconocido por el inciso 2 del artículo 87º del Código Procesal Penal) que 
desde un inicio debe ser informado al justiciable por la policía o el 
representante del Ministerio Público, ya que el común de las personas 
ignoran que pueden usar del silencio como defensa y que ello no les causará 
perjuicio alguno. 
   En la legislación procesal penal peruana se observa un implícito 
reconocimiento a este derecho en los artículos 127º, 132º y 245º del Código 
de Procedimientos Penales.  Los artículos 127º y 245º plantean la posibilidad 
de dejar constancia del silencio del acusado en su declaración instructiva o 





mientras el artículo 132º prohíbe el empleo de promesas amenazas u otros 
medios de coacción contra el inculpado; el Juez –dice el artículo en 
mención-, debe exhortar al inculpado para que diga la verdad, pero no podrá 
exigirle juramento ni promesa de honor. 
  El tema de la valoración del silencio del inculpado incide 
necesariamente en analizar la contradicción entre los principios de probidad 
procesal, que implica analizar si el inculpado debe o no obrar con la verdad, 
contra el principio del nemo tenetur, que alude a que del silencio del 
inculpado no puede o más bien, no debe- derivarse ninguna consecuencia 
desfavorable para él, porque de lo contrario sería un silencio autoinculpatorio 
 Quienes defienden el derecho a la adecuada defensa sostienen que no se 
debe constreñir este derecho, que constituye en realidad, una modalidad o 
una manifestación de la legítima defensa, que está estrechamente vinculado 
con otro, el de la presunción de defensa. Si al inculpado se le impusiera el 
deber de decir la verdad, renunciaría entonces a su defensa en razón de la 
verdad, y no en razón de su libertad, y para él, como para cualquiera estos 
dos valores están por encima de cualquier otro, por eso se afirma que al 
inculpado no se le debe convertir en fuente de prueba contra sí mismo. 
   Según esta posición, el juez, no podría ni debería deducir 
consideración alguna sobre el silencio del inculpado, porque el derecho de 
guardar silencio en la averiguación previa o en el proceso está resguardado 
por la Constitución Política; este derecho pertenece a la estrategia de 
defensa adecuada, y por tanto, no debería dársele valor alguno, y menos 
uno indiciario para formar la presunción de culpabilidad; el inculpado, bajo 





efectos de la estrategia de la defensa, le es conveniente no declarar o 
inclusive mentir. 
   Desde la observación realizada en la Corte Superior de Lima Norte, 
se puede señalar que en la práctica, son pocos los abogados que se atreven 
a proponer a sus patrocinados que utilicen su derecho al silencio, pues se 
considera que será tomado por el juez de manera negativa y que sembraría 
en su ánimo el escrúpulo de la culpabilidad del inculpado; por otra parte, 
algunos jueces, si bien no le dan en apariencia ningún valor probatorio al 
silencio o a la negativa de colaborar con las autoridades por parte del 
imputado, consideran que tal proceder no es el correcto, pues si se 
considerara inocente el inculpado no tendría nada que ocultar, y si bien, en 
las sentencias no hacen alusión alguna a esta consideración, muchos jueces 
le dan mayor valor a otras pruebas, sin que en realidad las tengan, para 
fundamentar su convicción de la responsabilidad del inculpado. 
1.2. Marco Espacial 
La investigación está delimitada geográficamente en la sede de la Corte 
Superior de Lima Norte dado que los casos identificados a analizar 
corresponden a esta sede. Se ha podido contar con la facilidad de acceder a 
estos casos y ello ha permitido concluir con el análisis de casos requeridos 
para demostrar las hipótesis.  
 
1.3. Marco temporal 
El marco temporal estará determinada entre los años 2015 y 2016, ello 
debido a que en aquellos años se ha identificado con énfasis la realidad 





identificados y que son materia de análisis de la presente investigación 
corresponde a los años mencionados. Por lo tanto el corte temporal será por 
dos años.  
1.4. Contextualización 
Si bien la presunción de inocencia es una garantía genérica prevista en la 
Constitución como un derecho fundamental a la libertad, en el contexto 
judicial y procesal actual esto no se cumple de modo pleno. Este derecho a 
pesar que los jueces saben que constituye en una presunción iuris tamtum 
por la cual nadie puede ser considerado como culpable si es que no existe 
una condena penal que así lo declare. Es un concepto a partir del cual se 
construye todo un modelo garantista de justicia penal. 
  La garantía del imputado a no ser obligado a declarar contra sí 
mismo ni a declararse culpable lo constituyen en un sujeto incoercible del 
procedimiento, no podrá ser sometido a ninguna clase de coacción, 
amenaza o promesa, exceptuada de una ventaja que estuviere 
expresamente prevista en la ley penal o procesal penal. Quedan incluidos en 
esta prohibición, en consecuencia, la tortura y el tormento, cualquier forma 
de maltrato, la violencia corporal o psíquica, las amenazas, el juramento, el 
engaño (preguntas capciosas o sugestivas) o incluso el cansancio. En este 
último caso, si el examen del imputado se prolonga por mucho tiempo o el 
número de preguntas es tan considerable que han provocado su 
agotamiento, deberá concederse al imputado el descanso prudente y 
necesario para su recuperación. Es por ello que ante un contexto judicial y 





necesario poner en date esta problemática que afecta el derecho 

























































2.1. Aproximación temática 
Si bien la declaración es expresión del derecho de defensa, también lo es el 
guardar silencio y ambas posibilidades son igualmente legítimas, inclusive, 
matizar entre las dos, o sea responder algunas preguntas y no otras podría 
ser admisible; la mentira, en cambio, aparece como algo torcido y malsano, 
fundamentalmente atentatorio contra el modelo, pues destruye la confianza 
en el mismo e introduce el descreimiento en la buena fe. Por ello mal puede 
hablarse de un derecho a mentir y, peor aún, que sean los magistrados 
quienes sacralicen tan incoherente posibilidad. 
  Aunque la existencia de un “derecho a mentir” es problemática y su 
admisión es discutida en la doctrina; sin embargo, puede constituir una 
forma a través de la cual el imputado puede tratar de exculparse o también 
de no declarar contra sí mismo; el único límite que tendría el derecho a 
mentir vendría conformado por el interés de terceros, ya que el imputado no 
puede –sobre la base del derecho a mentir- emitir declaraciones 
autoexculpatorias calumniando a terceros. 
  Se considera que el problema se resuelve en términos de la 
coherencia del sistema; por un lado, no parece lógico considerar que el 
inculpado está obligado a colaborar con la justicia si el hacerlo lo perjudica; 
tampoco estaría obligado a mentir en su defensa, si se considera que tiene 
derecho a callar y una presunción de inocencia que lo favorece; todo lo cual 
es legal y se puede ejercitar sin menoscabar la buena fe]. Inclusive, si no 
hay obligación de juramentar, para el inculpado, se consideraría que existe 





admite declarar, ello no lo somete, necesariamente, a tener que contestar 
todas las preguntas que se le hagan y, por tanto, podría ser que conteste lo 
que le favorezca y no lo que le perjudique (artículo 88, inciso 7, última parte 
del Nuevo Código Procesal Penal). Igualmente, podría eludir las preguntas 
incómodas, ser ambiguo o poco claro en sus respuestas o hasta simbólico, 
conforme aparezca tolerancia para ello, sin necesidad de mentir. Por último, 
el mentir es comprensible si se tiene en cuenta el desconocimiento del 
derecho por parte del imputado, las limitaciones de su defensor o el drama 
personal y subjetivo que enfrenta, así como por la presunta entidad de la 
pena que le amenace. 
  A través de este derecho se excluye la posibilidad de reconocer 
validez jurídico-procesal a aquellas declaraciones de autoinculpación que se 
han vertido a partir del ejercicio de algún tipo de presión por parte de los 
encargados de recibirla. Incluso, el ejercicio de presiones de este tipo puede 
servir para cuestionar la imparcialidad del juez y proceder a su recusación. 
2.2. Formulación del problema de investigación 
Habiendo planteado los antecedentes y el marco teórico de la investigación: 
“Es el momento en el que el tema objeto de la investigación y la pregunta de 
partida queda precisada mediante una formulación científica” (Ander, 2003, 
p. 8). A ello se le denomina problema de investigación.  
  De acuerdo a García (2009) la formulación del problema para que 
tenga mayor relevancia debe considerar el aporte que se pretende con el 
estudio del tema planteado (p. 10). Por su lado, Arias (2012) sostiene que un 





no se sabe o que se desconoce, y cuya solución es la respuesta o el nuevo 
conocimiento obtenido mediante el proceso investigativo” (p. 21). Para esta 
investigación se plantean los siguientes problemas de investigación.  
Problema general  
¿De qué manera los jueces penales de la Corte Superior de Lima Norte 
respetan el derecho fundamental a la no incriminación de los justiciables? 
 Problemas específicos 
1. ¿Cuál es el rol que cumplen los abogados en la defensa de los derechos 
de los imputados en aras de salvaguardar el derecho a la no 
incriminación? 
2. ¿Cuál es el nivel de eficacia de los mecanismos procesales que 
garantizan el respeto al derecho a la no incriminación de los justiciables? 
3. ¿De qué manera la Corte Superior de Lima Norte sanciona a los jueces 




Para Bisquerra (2009) con la justificación se trata de un paso más, pero 
igualmente necesario, que permite calibrar tanto el valor del problema en sí 
mismo, como el valor potencial de cualquier proyecto de investigación para 
darle respuesta (p.96). Por su lado García sostiene que “La justificación 
implica una explicación de la conveniencia de realizar tal investigación y 
cuáles son los beneficios que se obtendrán” (2009, p. 6). La presente 





2.3.1. Justificación  Teórica 
La presente investigación está orientada a comprobar una teoría jurídica 
penal. El derecho a la no incriminación comprende el derecho a ser oído, es 
decir de incorporar libremente al proceso la información que se estime 
conveniente y el derecho a guardar silencio, esto es que su negativa a 
declarar no será tomada como un indicio de culpabilidad. La no incriminación 
se relaciona además con la libertad personal. La doctrina ampliamente ha 
desarrollado estos aspectos teóricos, la cual será sustento para la 
investigación. Entre los autores estudiados se encuentran: Fix Zamudio, 
Londoño, Muñoz, Gómez, Jakobs, Carocca, Cubas, Binder, Espinola, Roxin, 
entre otros. 
 
2.3.2. Justificación metodológica 
El presente estudio se justifica metodológicamente pues asume un tipo de 
estudio determinado y un diseño de análisis de casos, desde un enfoque 
cualitativo. Además se aplicaron diversas técnicas de recolección de datos 
(entrevista, análisis de fuente documental y observación). Con sus 
respectivos instrumentos de recolección de datos cualitativos como la 
entrevista estructurada a abogados especialistas y jueces; también, el 
estudio de casos donde se vea específicamente el derecho a la 
incriminación. Asimismo, la investigación ha planteado una trayectoria 
metodológica que asegura la consecución de los objetivos y de la hipótesis, 







2.3.3. Justificación práctica 
Este trabajo servirá para mostrar que existen muchos procesos penales que 
se han sentenciado a muchos inocentes y que en muchos casos se les ha 
obligado a auto incriminarse y se ha observado en  algunos operadores 
jurídicos que tratan de amedrentar para que las personas se auto incriminen. 
Ello vulnera los derechos del imputado. Por tanto, se trata de una 
investigación sobre hechos fácticos y que preocupan a la comunidad jurídica 
y judicial. En ese sentido se plantean recomendaciones a fin de que los 
operadores de justicia, en particular de la Corte Superior de Lima Norte, 




Cabe precisar previamente qué se entiende por relevancia. Corominas 
(2008) indica que el término relevancia tiene su origen en el vocablo latino 
relevare y que significa alzar, levantar, alentar y valorizar. Y lo que siempre 
se busca valorizar es aquello que se muestra como significativo, importante, 
destacado, sobresaliente y útil (p. 50). 
  El presente trabajo es relevante porque pretender poner en debate 
esta problemática a fin de que el Poder Judicial y demás órganos 
jurisdiccionales corrijan estas situaciones que afectan el derecho a la no auto 
incriminación. La relevancia de la investigación radica también por el hecho 
de que se trata de casos cada vez más frecuentes y numerosos, por lo que 







El presente trabajo contribuye con su enfoque cualitativo de carácter 
aplicado y analítico para conocer en detalle los casos relacionados con la 
aplicación del derecho a la no incriminación. Se considera que esta 
investigación será de interés para los operadores de justicia, estudiantes de 
Derecho, abogados, justiciables y comunidad jurídica en general ya que se 
trata de un tema polémico, vigente y cuestionable desde el punto de vista 
penal y constitucional.  
  Finalmente, se quiere aportar para que este problema y estas 
vulneraciones se den por finalizado, por lo que se presentan algunas 
recomendaciones a implementar por parte de los órganos jurisdiccionales, 
en particular los de la Corte Superior de Lima Norte, lugar donde se delimitó 
geográficamente la investigación.  
 
2.6.  Objetivos 
Desde el punto de vista metodológico, Cordero (2010) define a los objetivos 
como los puntos de referencia que guían al investigador para demostrar las 
hipótesis y dar respuesta así a los problemas formulados. Son los propósitos 
de la investigación que permiten orientar las actividades del investigador 
hacia la ejecución de los mismos, prefigurando el enfoque epistemológico- 
metodológico, el proceso de análisis y la formulación de la hipótesis (p. 3). 
En ese sentido y guiándonos por lo que sostienen Cordero, se plantean los 







2.6.1. Objetivo General 
Evaluar la manera en que los jueces penales de la Corte Superior de 
Lima Norte respetan el derecho fundamental a la no incriminación de los 
justiciables 
 
2.6.2. Objetivos Específicos 
1. Determinar el rol que cumplen los abogados en la defensa de los 
derechos de los imputados en aras de salvaguardar el derecho a la no 
incriminación. 
2. Identificar el nivel de eficacia de los mecanismos procesales que 
garantizan el respeto al derecho a la no incriminación de los 
justiciables. 
3. Evaluar la manera en que la Corte Superior de Lima Norte sanciona a 
los jueces que incumplen con respetar el derecho a la no incriminación 
de los imputados. 
 
2.7. Hipótesis 
Para Muñoz (como citó en Bernal, 2010, p.136) una hipótesis es una 
explicación y respuesta anticipada y provisional de alguna suposición que 
se trate de comprobar o desaprobar. La hipótesis no es aun la respuesta 
definitiva ni el conocimiento acabado, sino que es la respuesta que busca 
ser validad y confirmada a lo largo de la investigación. 
Muñoz recuerda que la palabra hipótesis es de origen griego, que 
significa poner abajo, semejante a la acepción del término latín suppositio 





razonada objetivamente sobre la propiedad de algún fenómeno o sobre 
alguna relación funcional entre variables (eventos) (p. 110). Para esta 
investigación se plantean las siguientes hipótesis.  
 
Hipótesis General 
Los jueces penales de la Corte Superior de Lima Norte incumplen con 
respetar el derecho fundamental a la no incriminación de los justiciables lo 
que se evidencia con las constantes quejas e impugnaciones sobre su 
accionar y resoluciones. 
 
Hipótesis Específicas 
1. Los abogados cumplen un rol efectivo y determinante en la defensa 
de los derechos de los imputados puesto que procuran salvaguardar el 
derecho a la no incriminación de sus patrocinados. 
2. Los mecanismos procesales que garantizan el respeto al derecho a 
la no incriminación de los justiciables ha tenido poca eficacia para 
salvaguardar el mencionado derecho.  
3. La Corte Superior de Lima Norte en muchos casos omite en 
sancionar a los jueces que incumplen con respetar el derecho a la no 
incriminación de los imputados, mellando la credibilidad y honorabilidad 






































Para Sánchez (1998)  haciendo referencia a la investigación señala que los 
científicos son curiosos que desean saber cómo funciona el mundo y nada 
más. Encuentran problemas que resolverán gracias a las hipótesis que 
plantean y a las respuestas que les dé la realidad. Esto significa que cuando 
se investiga se parte de problemas, de ahí que cualquier persona, que 
trabaje con actitud científica, debe saber reconocer cuándo su idea de 
investigación es un problema que merece solución (p. 317).   
Los científicos no parten de la nada, pues sólo son problemas 
científicos aquellos que se encuentran dentro de un cuerpo de 
conocimientos disponible. Esta investigación desde el punto de vista del 
método, se ha recurrido a diferentes estrategias, tanto cualitativas, que se 
complementan para responder al objeto de estudio, permitiendo obtener una 
visión más completa de la realidad estudiada. 
 
3.1.1. Tipo de estudio 
Esta investigación se plantea como una de tipo descriptivo. Para Días un tipo 
de estudio descriptivo consiste en llegar a conocer las situaciones y 
actitudes predominantes a través de la descripción exacta de las actividades, 
objetos, procesos y personas investigadas. Su meta no se limita a la 
recolección de datos, sino a la predicción e identificación de las relaciones 
que existen entre dos o más variables (2009, p. 6).  
Los estudios descriptivos se sitúan sobre una base de conocimientos 
más sólida que los exploratorios. En estos casos el problema científico ha 





poder llegar a establecer caminos que conduzcan al esclarecimiento de 
relaciones causales. El problema muchas veces es de naturaleza práctica, y 
su solución transita por el conocimiento de las causas, pero las hipótesis 
causales sólo pueden partir de la descripción completa y profunda del 
problema en cuestión (Jiménez, 1998, p. 22). 
 
3.1.2. Diseño 
El diseño es estudio de casos que permite obtener información sobre las 
interacciones, de imputados, que se producen en audiencia a través del 
análisis de los casos en la que se evidencie la vulneración al derecho a la no 
incriminación. El estudio de caso estudia intensivamente un sujeto o situación 
única, permitiendo comprender a profundidad lo estudiado (Universidad Cesar 
Vallejo, 2014, p. 66). En esta investigación se planteó este diseño toda vez 
que nos permitiría analizar los casos o procesos judiciales llevados a cabo en 
la Corte Superior de Lima Norte. En tal sentido, este tipo de diseño resultó útil 
para esta investigación.  
 
3.2. Escenario de estudio 
El escenario de estudios del presente trabajo de investigación ha sido la sede 
de la Corte Superior de Lima Norte. Además se ha acudido a las bibliotecas 
especializadas y se ha realizado un trabajo de campo que nos ha permitido 
obtener la información requerida. El escenario de estudio entonces delimita el 







3.3.  Caracterización de sujetos 
Los sujetos que han intervenido en esta investigación poseen las siguientes 
características.  









3.4. Trayectoria metodológica 
El presente trabajo de investigación es de enfoque cualitativo, al haberse 
desarrollado bajo las reglas de una investigación de carácter transversal y 
explorativo. Para la realización del presente proyecto y con la finalidad de 
obtener datos fiables se llevó a cabo el siguiente procedimiento: 
1. Observación de la realidad judicial y penal de Lima 
2. Selección del tema  
3. Formulación del problema 
4. Elaboración de instrumentos de recolección de datos 
5. Trabajo de campo 
6. Análisis e interpretación  de datos  




litigantes de la 
Corte Superior 
de Lima Norte 
Especialidad en Derecho Penal. 
Cargo de la defensa del patrocinado 
Ética y principio del ejercicio de la 
profesión  




Jueces  de la 
Corte Superior 
de Lima Norte 
  





3.5. Técnicas e Instrumentos de recolección de datos 
Se aplicó en esta investigación las técnicas de la entrevista, el análisis de 
fuente documental y la observación. Cada una será descrita a 
continuación.  
 
a) La entrevista: es una técnica personalizada, en la cual se formulan 
preguntas abiertas a especialistas en la materia. Para esta 
investigación se consideró entrevistar a jueces y abogados de la Corte 
Superior de Lima Norte ello con el fin de conseguir los objetivos 
planteados ya que las preguntas de las entrevistas se formulan a partir 
de los objetivos de la investigación.  
b) Análisis de fuente documental: La fuente documental es el principal 
insumo con el que cuenta el investigador, le permite revisar, analizar, 
contra tastar y sustentar sus argumentos y conclusiones. Quintana 
(2006, p.19) señala que el análisis documentario constituye el punto 
de entrada a la investigación e, incluso en muchas ocasiones, es el 
origen del tema o problema de investigación. Los documentos fuente 
pueden ser de naturaleza diversa, pero lo que interesa de ellos es 
revelar los datos, perspectivas de comprensión de la realidad, que 
caracterizan a los que han escrito los documentos.  
A continuación se precisa en la siguiente Tabla las técnicas utilizadas 











Tabla 4: Técnicas de recolección de datos 
Técnicas Instrumento Sujetos a 
aplicar 






















3.6. Tratamiento de la información 
Se detalla a continuación el proceso utilizado para el tratamiento de la 
información y el análisis de los datos:  





Consistió en la obtención de la información, datos, 
antecedentes del fenómeno de estudio, a través de 




Se realizó una evaluación amplia de la información 





Se procedió a valorar la información más idónea y 
adecuada a fin de que coadyuve en la investigación 
La 
codificación 
de los datos 
Se enfocó en dos niveles: 1) en generar unidades de 
significado y  categoría y, 2) abordó temas y 
relaciones entre conceptos, en consecuencia la 
consolidación de los dos niveles produjo una teoría 
en base a los datos logrados. 
 
En toda la primera parte de este trabajo de investigación se ha tratado 





e internacional del derecho a la no incriminación. Se ha establecido 
claramente que este constituye un derecho fundamental y como tal debe ser 
respetado por todos. De igual manera se ha desarrollado los aspectos 
críticos del ejercicio de este derecho en la Corte Superior de Lima Norte. De 
todo ello en base a las unidades temáticas que a continuación se detallan. 
  
















Con la elaboración del mapeo la investigación se situó en el escenario 
de investigación, donde a través de la recolección de datos durante el 
desarrollo del presente trabajo, se obtuvieron los datos fenomenológicos 




Definición  conceptual 
 








Para comprender el derecho a no declarar 
en contra de sí mismo, hay que saber que 
cuando una persona es culpada de algún 
ilícito, esta persona adquiere el derecho 
inalienable a defenderse de tal imputación. 
Ahora bien: una manifestación privilegiada 
de ese derecho a defenderse es el derecho 
a declarar, es decir, el derecho a introducir 
válidamente al proceso la información que 
el imputado considera adecuada (Binder, 
1999, pp. 181-183). 
 
















Es uno de los principios del sistema 
procesal y su positivización es una garantía 
del proceso que nos lleva a explicarla en 
una triple consideración: principio, garantía 
y derecho. Es un derecho fundamental 
establecido en el artículo 2 inciso 24 de la 











análisis derecho a la no incriminación. Para tal efecto, el esquema orientado 
a ello se plasmaron en la elaboración de las entrevistas, las mismas que en 
su oportunidad, serán usadas para recolectar los datos a partir de la 
interacción con los sujetos involucrados en la presente investigación, 
expertos en la materia. La investigación se ha situado geográficamente en la 
sede de la Corte Superior de Lima Norte, la que a continuación se grafica 










Imagen 1: Mapeamiento 
 
3.8. Rigor Científico 
Los principales autores metodológicos formulan una serie de criterios para 
establecer un cierto paralelo con la confiabilidad, validez y objetividad 
cuantitativa, los cuales han sido aceptados por la mayoría de los 
investigadores, pero rechazados por otros (Hernández, 2014, p.453).  
Derecho a la no 
incriminación 
Poder Judicial 






Según Soler y Enrique (2012, p. 885) el rigor científico se describe como 
una metodología de análisis, unida a la recogida de datos, que utiliza un 
conjunto de métodos, sistemáticamente aplicados, para generar una 
teoría inductiva sobre un área substantiva. Por lo expuesto, esta 
investigación cumple con el rigor científico propio de una investigación 
académica de nivel de tesis de maestría.  
  De acuerdo a Sandín (2000) los criterios de validez en la 
investigación cualitativa son cuatro: a) Aplicación de criterios 
convencionales b) Aplicación de criterios paralelos o cuasi-fundacionales 
c) Aplicación de criterios propios d) Nuevos criterios para un mundo pos-
moderno (pp. 6-10). Siguiendo a Sandín, en esta investigación se aplicó el 
criterio convencional, el cual para valorar la adecuación y calidad de la 
investigación son los ya conocidos de validez interna, validez externa, 
fiabilidad y objetividad. En base a ello se considera que la investigación 












































4.1. Descripción de resultados 
4.1.1. Resultados del análisis de la legislación nacional e 
internacional 
Como se ha podido evidenciar a lo largo de la investigación, el derecho a 
la no incriminación se encuentra legislado, amparado y reconocido tanto 
en la legislación nacional como internacional. A continuación se detalla 
los resultados del análisis de la legislación. 
  La Constitución Política, artículo 2.24.e establece a favor de las 
personas un verdadero derecho subjetivo a ser consideradas inocentes 
de cualquier delito que se les atribuya, mientras no se demuestre lo 
contrario. La norma constitucional es la norma orientativa de toda la 
legislación nacional de menor rango, por tanto todas se someten a ella y 
guardan relación, así sucede con el Código de Procedimientos Penales, 
el Código Procesal Penal y demás normativa específica. 
  Del análisis normativo se ha evidenciado que no existe autor o 
norma que discrepe de este mandato constitucional. Sin embargo, la 
gran divergencia existente es en la práctica procesal pues los jueces de 
la Corte Superior de Lima Norte dejan de lado, muchas veces, estos 
criterios y mandatos constitucionales de carácter y cumplimiento 
obligatorio. 
  Asimismo, la Constitución Política del Perú,  primera parte del 
numeral 14 del artículo 139. Las normas de menor jerarquía 
constitucional están orientadas y en el marco de ella mediante sentencia 
firme debidamente motivada. Para estos efectos, se requiere de una 





debidas garantías procesales. Existe una correspondencia entre la 
norma primera (la Constitución) y las normas de rango inferior. 
Sin embargo, desde la constatación fáctica, nuevamente la realidad 
demuestra que se está lejos de cumplir cabalmente las normas y más 
todavía cuando son las autoridades judiciales las que deben cumplirla de 
modo estricto. Esto no sucede, muchas veces las autoridades hacen 
caso omiso a ello. 
  De otro lado, el Código Procesal Penal: artículo II del Título 
Preliminar: Toda persona imputada de la comisión de un hecho punible 
es considerada inocente, y debe ser tratada como tal, mientras no se 
demuestre lo contrario y se haya declarado su responsabilidad. El 
Código Procesal Penal guarda relación directa con la Constitución, su 
formulación legal sigue los principios constitucionales y jurídicos acordes 
de un Estado de Derecho. No existe autor o norma que discrepe de este 
mandato legal. La divergencia del Código Procesal Penal es cuando 
tiene que aplicarse ya que desde la observación de la práctica judicial se 
ha evidenciado que los operadores de justicia no cumplen con el 
mandato de la ley, a pesar que tienen conocimiento de ello. 
  Asimismo, el Código Procesal Penal, Art. 125 y 132 del Código 
de Procedimientos Penales. Del análisis de la norma se evidencia que 
esta prohíbe en lo absoluto el empleo de promesas u otros medios de 
coacción, aunque sean simplemente morales, el juez deberá exhortar al 
inculpado para que diga la verdad, pero no podrá exigirle juramento ni 





Juez en muchos casos orienta, condiciona y hasta manipula al acusado 
para que se autoincrimine o para que manifieste más de lo que sabe. 
  De otro lado, el Código Procesal Penal: artículo IX del Título 
Preliminar del de 2004 prescribe que:  
1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le informe 
de sus derechos, a que se le comunique de inmediato y detalladamente 
la imputación formulada en su contra, y a ser asistida por un abogado 
defensor de su elección o, en su caso, por un abogado de oficio, desde 
que es citada o detenida por la autoridad. También tiene derecho a que 
se le conceda un tiempo razonable para que prepare su defensa; a 
ejercer su autodefensa material; a intervenir, en plena igualdad, en la 
actividad probatoria; y, en las condiciones previstas por la Ley, a utilizar 
los medios de prueba pertinentes. El ejercicio del derecho de defensa se 
extiende a todo estado y grado del procedimiento, en la forma y 
oportunidad que la ley señala.  
2. Nadie puede ser obligado o inducido a declarar o a reconocer 
culpabilidad contra sí mismo, contra su cónyuge, o sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.  
3. El proceso penal garantiza, también, el ejercicio de los derechos de 
información y de participación procesal a la persona agraviada o 
perjudicada por el delito. La autoridad pública está obligada a velar por 
su protección y a brindarle un trato acorde con su condición. 
  La norma antedicha, consagra como uno de los fundamentos de 
la función jurisdiccional: el principio de no ser privado del derecho de 





constitucional a cualquier momento y tipo de procedimiento (penal, civil, 
constitucional, laboral, etc.), reconociéndolo como requisito esencial para 
la validez de un proceso. 
  La norma en comento qué duda cabe que es de las 
fundamentales y garantista desde todo punto de vista. No existe 
refutación a ella ni desde la doctrina ni desde la legislación. La 
divergencia se produce en los hechos. Los magistrados están dejando 
de lado este mandato legal. 
  Desde el análisis de la legislación internacional, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 14.3.g, consagra el 
derecho de toda persona “a no ser obligada a declarar contra sí misma 
ni a confesarse culpable”. Este derecho tiene tres dimensiones. i) El 
derecho a no prestar juramento al momento de declarar; ii) el derecho a 
guardar silencio, y iii) el derecho a no ser utilizado como fuente de 
prueba incriminatoria en contra de sí mismo”.  
  Asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
el cual el Perú ha suscrito y ratificado, y por tanto es de obligatorio 
cumplimiento, no es acatado ni conocido por los operadores de justicia 
de la Corte de Lima Norte, lo cual evidencia una negligencia al respecto. 
  De otro lado, la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
Art. 8, declara el derecho a la defensa y el de acudir ante los Tribunales 
a defenderse. El Perú ha suscrito esta Declaración, que establece este 
derecho universalmente reconocido pero que en la práctica es de los 
que siguen siendo ignorados en la teoría y en la práctica jurisdiccional de 





  También la Convención Americana de Derechos Humanos, 
establece el principio de no autoincriminación (nemo tenetur se ipsum 
accusare). La Convención Americana guarda relación y coherencia con 
la normativa nacional, ello a que el Perú ha ratificado dicha Convención 
y está obligado a cumplirlo. Por lo menos lo ha reconocido y hecho 
explícito en su normativa. La dificultad es cuando esta no se cumple en 
la realidad. 
  También se analizó el Artículo 67 del Estatuto de Roma, el cual 
establece los derechos del acusado, los cuales guardan convergencia 
con la legislación nacional e internacional. Es más, el Estatuto de Roma 
se constituye en un marco orientativo de la legislación peruana. No 
existe divergencia en cuanto al Estatuto de Roma, esta es aceptada y 
conocida por la legislación y doctrina y por los autores especialistas. La 
divergencia se sigue presentando en la práctica jurisdiccional de la Corte 
de Lima Norte. 
  Continuando con los resultados del análisis de la legislación 
comparada, se cuenta con la Ley de Enjuiciamiento criminal española 
que establecen estos derechos en el art. 520, 2 a) y b) , la que establece 
que "Toda persona detenida o presa será informada, de modo que le 
sea comprensible, y de forma inmediata, de los hechos que se le 
imputan y de las razones motivadoras de su privación de la libertad, así 
como de los derechos que le asisten y especialmente de los siguientes: 
a) Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar 





que sólo declararán ante el juez. b) Derecho a no declarar contra sí 
mismo y a no confesarse culpable".  
  El mandato legal se enmarca en lo establecido en el art. 24, 2 de 
la Constitución española: todos tienen derecho al juez predeterminado 
por la ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser informados de 
la acusación formulada contra ellos, a un procedimiento público sin 
dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a 
no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. En este caso, la 
legislación española guarda relación con la peruana y demás legislación 
del Derecho Comparado. Sin embargo, se ha conocido de casos en que 
los magistrados españoles tampoco cumplen con este mandato legal. 
  El análisis también se realizó a la Constitución de Japón que en 
su artículo 38, establece que ninguna persona puede ser obligada a 
testificar en su contra y en su apartado 2 señala que: "No se admitirá 
como prueba la confesión conseguida mediante coacción, tortura o 
amenaza, o después de un arresto o detención prolongada”; además en 
su apartado 3 declara con toda contundencia que "ninguna persona será 
condenada o castigada en casos en los que la única prueba sea la 
confesión". Resulta interesante saber que la legislación nipona esté 
acorde a la legislación de los países de América y Europa. 
  Finalmente se analizó la Ordenanza Procesal Penal alemana, 
respecto a los Métodos de interrogatorio prohibidos: (1) La Libertad en 
La formación y manifestación de La voluntad del inculpado no puede ser 





medios, tortura, engaño o hipnosis. La coacción no puede ser empleada 
en la medida en que el derecho procesal penal La permita. También se 
prohíben La amenaza de empleo de estos medios prohibidos y La 
promesa de alguna ventaja no prevista legalmente, (2) Tampoco está 
permitido el empleo de medidas que perturben la capacidad de recuerdo 
o de conocimiento del inculpado, (3) Las prohibiciones contenidas en los 
apartados 1 y 2 rigen incluso en caso de consentimiento del inculpado, y 
tampoco pueden ser valoradas como pruebas las declaraciones 
obtenidas con infracción de estas prohibiciones, aunque el inculpado 
consienta en ello. La Legislación alemana también guarda relación y 
coherencia con la normativa internacional penal. No existen 
convergencias al respecto. 
  Unas palabras finales respecto al análisis e interpretación de la 
legislación. De las normativas presentadas y analizadas se llega a la 
conclusión que tanto los países de América, Europa y del oriente (Japón) 
guardan relación y convergencia en el tratamiento del derecho de 
defensa, la no incriminación y el debido proceso. Estos resultan 
derechos fundamentales, debidamente reconocidos y consagrados en su 
normativa. No existen divergencias al respecto.  
  Cabe señalar que en el caso peruano cuenta con una normativa 
estándar a la comunidad jurídica internacional. El Perú está a la par de la 
comunidad jurídica internacional en cuanto manejo de criterios, 
principios procesales y constitucionales. Pero, lamentablemente, no está 
a la par en su cumplimiento. Se observa que los operadores de justicia 





legal (nacional e internacional) ni el mandato constitucional. Por tanto 
con estos resultados quedan validadas las hipótesis planteadas en la 
investigación.  
 
4.1.2. Resultado del análisis de la doctrina nacional e internacional 
La doctrina, tanto nacional como internacional, ha sido prolija en el 
tratamiento del derecho a la no incriminación y el derecho a la 
presunción de inocencia. Binder sostiene que la no incriminación, es el 
derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable es una manifestación de los derechos constitucionales de 
defensa y de la presunción de inocencia. Es el derecho del inculpado de 
introducir al proceso la información que considere conveniente. 
  Los autores coinciden con Binder respecto a los alcances 
teóricos del derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo.  No 
existen divergencias con Binder desde la doctrina. Todos los autores 
estudiados (Bustos, Villavicencio), desde sus propios puntos de vista 
coinciden con Binder. La divergencia sigue presentándose en la práctica 
procesal y jurisdiccional. 
  Villavicencio: el debido proceso, como garantía y como derecho 
atiende no solo a las garantías propias de un proceso justo sino que en 
su estructura supra encuentra la intervención de diversos principios que 
se subsumen a la idea de garantizar los derechos fundamentales de los 






  Villavicencio converge con Bustos, Muñoz  y con la posición que 
se asume desde esta investigación. La divergencia se encuentra en la 
práctica jurisdiccional. Bustos coincide con la línea doctrinaria de 
Villavicencio al sostener que bajo un régimen constitucionalista el 
principio del debido proceso en materia penal constituye en un estándar 
jurídico a cumplir estrictamente.   
  Es notoria la coincidencia doctrinal entre Bustos y Muñoz. Los 
autores plantean estos aspectos desde un punto de vista constitucional y 
garantista, lo cual los conduce a coincidir. Por eso no debe extrañar que 
en el principio del proceso debido se precipiten todas las garantías, 
derechos fundamentales y libertades públicas de los que es titular la 
persona en un Estado social y democrático de derecho. Es, en 
consecuencia, un principio de naturaleza constitucional protegido con los 
recursos que brinda la Constitución. No se encuentran divergencias 
teóricas ni doctrinarias, sino en la práctica judicial 
  Por su lado, Muñoz señala que en el moderno proceso penal, 
entendiendo por tal el característico del Estado de Derecho, es decir, el 
que consagra la presunción de inocencia del imputado y la garantía de 
sus derechos fundamentales frente al poder punitivo del Estado. El tema 
más característico y, al mismo tiempo, más complejo y difícil de precisar, 
para Muñoz, por lo menos en relación con algunos casos controvertidos, 
es sin duda el de las llamadas "prohibiciones probatorias", entre ellas el 






  Jakobs formuló la idea del Derecho penal del enemigo, la misma 
que consiste en la limitación y reducción de las garantías y derechos 
fundamentales del imputado en el proceso penal. Todos los autores 
estudiados coinciden con Jakobs. Incluso en el Perú existen seguidores 
de la propuesta de Jakobs. Si se vulnera el derecho a la no 
incriminación, se vulnera por tanto, los derechos fundamentales del 
imputado, por más culpable que sea. 
  Por su lado, Roxin, con quien se coincide, aborda otro aspecto 
de la autoincriminación: cuando este se produce mediante el engaño. 
Señala este autor que la admisibilidad de los interrogatorios por engaño 
se ha limitado mucho, aun cuando en el caso concreto se haya negado 
una lesión de ley y se haya afirmado la posibilidad de valorar los 
conocimientos obtenidos de esta manera. Roxin es contundente en 
rechazar cualquier intento de evadir la prohibición de autoinculpación a 
través de ardides y medios engañosos bien utilizados directamente por 
la policía, bien sirviéndose de terceras personas. No existen 
divergencias con Roxin. 
Finalmente, desde una interpretación sistémica de la doctrina, se puede 
observar que todos los autores estudiados han coincidido en señalar que 
el derecho a la no incriminación es fundamental y que debe ser un límite 
y un estándar que debe respetar el operador de justicia, caso contrario el 
juicio podría ser considerado ilegal, como se ha hecho valer en muchos 
casos ante las instancias jurisdiccionales correspondientes, y como a 






4.1.3. Resultado del análisis de la jurisprudencia nacional e 
internacional 
El tratamiento jurisprudencial en este tema también ha sido abundante, 
variado y hasta controversial. Así se tiene por ejemplo que la Corte 
Superior de Lima se ha pronunciado en relación al derecho a la no 
incriminación: “(…) la manifestación obtenida en sede policial carece de 
todo valor probatorio para efectos de argumentar una responsabilidad 
penal del procesado Ninahuanca en los hechos materia del proceso, 
toda vez que dicha declaración ha sido obtenida violando las garantías 
genéricas del debido proceso, específicamente la garantía de no 
incriminación reconocida por el art. 8, parágrafo segundo, literal “g” 
(Derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse 
culpable) de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos 
(Exp. Nº 3043-97 de fecha 10 de octubre de 1997. Sala Penal de Lima).  
  
  La sentencia de la Corte Superior de Lima guarda convergencia 
con la legislación internacional: Convención Americana de Derechos 
Humanos. Se está ante un caso emblemático que resolvió el Poder 
Judicial con arreglo a ley. 
  De otro lado, el Tribunal del Land de Hessen (Alemania Federal). 
En este caso se presentó como prueba la confesión obtenida mediante 
amenazas de tortura por la policía que obtuvo así del sospechoso del 
secuestro de un menor información sobre el paradero de ese menor, 
que, sin embargo, ya había sido previamente asesinado por el 





alegó que lo que la policía pretendía al amenazar al sospecho con 
torturarlo era salvar la vida del menor, aunque desgraciadamente ello 
finalmente no fuera posible.  
  Este es de los casos relevantes de la jurisprudencia 
internacional que tiene que ver con el derecho a la no autoincriminación, 
la que en muchos casos se produce a raíz de una tortura. Esta sentencia 
alemana creó un precedente importante y emblemático a nivel 
internacional  
  Asimismo, se analizó la Quinta Enmienda Norteamericana 
comprendía cuatro supuestos: 1º Que un acusado en juicio no puede ser 
obligado a declarar en su contra. 2º Que tiene derecho a guardar 
silencio. 3º Un testigo en un procedimiento cualquiera en el que 
legalmente se exija su testimonio puede negarse a contestar cualquier 
pregunta cuya contestación pueda incriminarle en una futura causa o 
que ponga en evidencia otras pruebas en su contra. De este modo se 
reconoce en el sistema anglosajón este derecho tanto para el acusado 
como para el testigo, de igual forma ha sido recogido por el 
ordenamiento español (arts. 392 y 418 LECrim). 4º Que el acusado ni el 
testigo pueden ser obligados a exhibir libros o documentos que pudieran 
incriminarles.  
  Desde la jurisprudencia en Estados Unidos se estableció que el 
derecho a la no incriminación como una garantía constitucional. En 
Estados Unidos los órganos jurisdiccionales tiene la obligación de acatar 
las leyes y mandatos de los órganos competentes. No existen 





  De España se analizó lo emitido por el Tribunal Constitucional 
Español, quien ha fijado posición al respecto y ha señalado lo siguiente: 
“La no incriminación es una modalidad de autodefensa pasiva, es decir 
“la que se ejerce precisamente con la inactividad del sujeto sobre el que 
recae o puede recaer la imputación, quien, en consecuencia puede optar 
por defenderse en el proceso en la forma que estime más conveniente 
para sus intereses, sin que en ningún caso pueda ser forzado o inducido, 
bajo constricción o compulsión alguna a declarar contra sí mismo o a 
confesarse culpable” (Sentencia del Tribunal Constitucional Español Nº 
197/1995, f. j. 6º).  
  El Tribunal Español guarda coherencia con el mandato legal 
interno e internacional. Las convergencias son evidentes.  
No existen divergencias al respecto. 
  Por su lado, el Tribunal alemán que enjuició el caso, y con él la 
gran mayoría de la doctrina alemana, consideró que, incluso aunque la 
policía hubiera llegado a tiempo de salvar el menor, la prueba así 
obtenida no podía ser admitida y valorada como tal, y posteriormente 
condenó al Jefe de la policía que había autorizado el empleo de la 
intimidación para obtener la confesión del sospechoso, por un delito de 
malos tratos al detenido. Aun cuando la opinión pública alemana no 
estaba de acuerdo con esta decisión judicial, es muy probable que el 
hecho se hubiera considerado como un gran "éxito policial" y el Jefe de 
la policía hubiera sido felicitado públicamente.   
  El "sano sentimiento del pueblo", que demagógicamente 





incriminatoria como fuente del Derecho penal, es siempre uno de los 
peligros que acechan al moderno proceso penal, cuando la opinión 
publicada ante delitos que la conmueven especialmente (como el 
secuestro de menores), pide ante todo resultados, aunque para ello la 
policía y los encargados de la persecución penal tengan que saltarse 
determinados principios y garantías que son consustanciales al Estado 
de Derecho. La resolución del Tribunal alemán guarda relación y 
convergencia con su ley interna y las de la comunidad jurídica 
internacional. El Tribunal alemán acató el mandato de la ye. No existen 
divergencias al respecto.  
  Asimismo, el Tribunal Supremo Federal alemán: en una 
resolución de su Sala 5ta negó relevancia probatoria a esta 
conversación, basándose para ello en que "en estos casos se elude la 
instrucción sobre el derecho a permanecer callado del imputado". En 
cambio, la Sala 2.ª del mismo Tribunal considera que "la libertad del 
imputado de manifestarse sobre la imputación o de permanecer callado 
no ha sido afectada. El que se expresa frente a una persona particular 
sobre el hecho imputado no puede dudar de la libre voluntad de esa 
conducta".  
  El Tribunal alemán se apegó a la normativa existente en su país. 
Hubo convergencia teórica y práctica. El Tribunal alemán no converge 
con otra jurisprudencia ni normativa internacional ni nacional.  
  Por su parte, el Tribunal Constitucional español, señala que: “El 
derecho a no incriminarse forma parte del derecho de defensa. Se trata 





inocencia en cuanto que éste establece que la prueba corresponde a la 
acusación, de ahí que el derecho a no declarar no puede implicar una 
inversión de la carga de la prueba. En otras palabras, el silencio del 
acusado no puede trasladar la carga de la prueba y liberar a la 
acusación de su función” (Exp. 10STC 161/1997. Pleno de 2 de octubre 
1997).  
  El Tribunal Constitucional español en este otro caso da también 
clases magistrales de lo que se debe entender por derecho a la no 
autoincriminación. La sentencia del Tribunal converge con la legislación 
aplicable al caso. No existe divergencia entre la decisión del Tribunal con 
la doctrina ni con la legislación 
  Desde el análisis de la jurisprudencia constitucional nacional se 
cuenta con la emitida por el Tribunal Constitucional peruano cuando 
establece: "el derecho de defensa contiene en su seno dos principios 
relevantes del Derecho Penal: el principio de contradicción y el principio 
acusatorio; por el primero se exige que exista una imputación del delito 
precisa y clara, que debe ser conocida por el procesado y que, 
finalmente, pueda ser oída enjuicio; por el segundo principio, se tiene la 
vinculación del órgano jurisdiccional en observancia de la acusación 
fiscal y acorde a las normas que rigen el proceso penal peruano, así 
como que el ejercicio de la acusación será por órgano distinto al 
juzgador". 
  El Tribunal Constitucional peruano guarda relación y 





peruano acató la legislación nacional e internacional, prevaleciendo el 
derecho fundamental del demandante.  
  Por su lado, la Corte Suprema peruana ha establecido que “uno 
de los elementos que integra el contenido esencial de la presunción de 
inocencia como regla de prueba es que la actividad probatoria realizada 
en el proceso sea suficiente –primer párrafo del artículo dos del Título 
Preliminar del nuevo Código Procesal Penal-. Ello quiere decir, primero, 
que las pruebas –así consideradas por la Ley y actuadas conforme a sus 
disposiciones– estén referidas a los hechos objeto de imputación –al 
aspecto objetivo de los hechos– y a la vinculación del imputado a los 
mismos, y, segundo, que las pruebas valoradas tengan un carácter 
incriminatorio y, por ende, que puedan sostener un fallo condenatorio” 
(Sala Penal Permanente. Casación N.° 03-2007- Huaura. Lima, 26 de 
julio de 2007). 
  La Corte Suprema aplicó debidamente los mandatos legales y 
constitucionales. La Corte Suprema del Poder Judicial aplicó la 
normativa correspondiente sin discrepar de ella. No existió divergencia 
en la aplicación de la norma por parte del órgano jurisdiccional. 
 
  El Tribunal Constitucional también ha figado posición al 
respecto: “La garantía de la no incriminación constituye también un 
contenido del debido proceso y está reconocida de manera expresa en 
instrumentos internacionales de derechos humanos, como el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 3.g), y la Convención 





consiste en el derecho a no declararse culpable ni a ser obligado a 
declarar contra sí mismo” (Exp. Nº 1808-2003-HC/TC de 14 de agosto 
de 2003. Tacna. León Domínguez Tumbay). 
  El Tribunal Constitucional peruano vuelve a coincidir con la 
legislación internacional. Converge con él. No existe divergencia entre el 
accionar del Tribunal Constitucional peruano y la normativa nacional o 
internacional 
  Finalmente, desde una interpretación sistémica de la jurisprudencia 
analizada se observa que la jurisprudencia tanto nacional como 
internacional guardan estrecha relación y vinculo conceptual y teórico. Los 
Tribunales anteponen los principios y derechos constitucionales. Se puede 
decir que asumen una postura garantista y principista. Eso es lo que se 
espera también que sea una realidad en la Corte Superior de Lima Norte, a 
fin de que en esa sede jurisdiccional se respete debidamente los derechos 
fundamentales de los procesados, entre ellos a la no incriminación.  
 
4.1.4. Resultado de análisis de posición de expertos 
Son muchos los autores que han estudiado la figura del derecho a la no 
incriminación y sus implicancias jurídicas, tanto a nivel nacional como 
internacional. Los aportes de todos ellos han enriquecido esta 
investigación. Galván sostiene que el derecho a no ser obligado a 
declarar contra sí mismo ni a declararse culpable es una manifestación de 
los derechos constitucionales de defensa y de la presunción de inocencia.  
 Es el derecho del inculpado de introducir al proceso la información 





declarar y el derecho a la no incriminación se fundamenta en la dignidad 
de la persona, al ser reconocido como sujeto del proceso. Es un derecho 
especifico que se desprende del derecho de defensa y la presunción de 
inocencia, comprende el derecho a ser oído, es decir de incorporar 
libremente al proceso la información que se estime conveniente y el 
derecho a guardar silencio, esto es que su negativa a declarar no será 
tomado como un indicio de culpabilidad.  
 Asimismo, el derecho a la no incriminación se circunscribe al 
ingreso de información al proceso por parte del inculpado, ya sea a través 
de una manifestación oral o escrita; además es preciso que de su ejercicio 
no se derive perjuicio alguno; para ello es preciso que del silencio del 
acusado no pueda derivarse nada: no es indicio de nada. Debe poder 
afirmarse que el silencio del acusado no puede ser interpretado. 
 De otro lado, López señala que el cambio se produce con la 
transformación del sistema de enjuiciamiento penal, que de inquisitivo 
pasa a ser un sistema acusatorio. Mientras que en el primero el acusado 
era considerado meramente un objeto por lo que él mismo debía ser 
objeto y fuente de prueba, en el segundo, el acusado es tratado como una 
persona y considerado como una de las partes en el proceso. Sin 
embargo, se observa que en la Corte Superior de Lima Norte los jueces 
no han superado la mentalidad inquisitiva y siguen asumiendo al acusado 
como un objeto y fuente de prueba, muchas veces tratan al acusado 
como un culpable.  
 López agrega que conceptualmente tal vez puedan diferenciarse el 





último, puede interpretarse en el sentido de que el acusado viene obligado 
a hablar, salvo en aquello que le incrimine, mientras que aquel derecho (el 
derecho a guardar silencio) es una mayor amplitud dado que implica que 
el silencio del acusado debe ser respetado (ausencia de coacción o 
presiones física o psíquica), así como que deben ser prohibidos los 
métodos engañosas y, por último, que su declaración no puede ser 
interpretada. En este sentido el que guarda silencio simplemente no dice 
nada y, de su silencio no cabe extraer conclusión alguna. 
 Para Campos y Salas la razón de ser de la garantía de la no 
autoincriminación contiene un trípode que contiene dos elementos 
históricos como son la dignidad y la búsqueda de la verdad, acompañado 
del tercer y en demasía importante, nos referimos al derecho de defensa y 
a la presunción de inocencia; conjuntamente la historia nos ha mostrado 
el cambio de visión del papel de acusado hoy predominante, por lo que 
lejano se ve la postura de considerarlo objeto del proceso.  
 Las autoras agregan que dentro del contenido de la garantía de la 
no autoincriminación se encuentra también la proscripción de preguntas 
capciosas, tal como indica la Tabla precedente, por lo que el derecho de 
declarar sólo puede tolerar preguntas claras y en sentido univoco, 
entendiéndose, por lo tanto, por capciosas todas aquellas que inducen al 
engaño y poseen un término de sugestivas, es decir, que tienden a 
sugerir determinada respuesta. Esta concepción para las autoras, y se 
coincide con ellas, es netamente garantista, donde es el desarrollo normal 
del juicio contradictorio y el permitir al imputado refutar la acusación que 





 Finalmente, Montero señala que otro foco de contenido de la 
garantía de la no autoincriminación, es el derecho de silencio, el cual no 
implica que el imputado reconozca alguna participación en los hechos. 
Para otro sector de la doctrina constituye un derecho que el sujeto pasivo 
puede o no hacer uso, lo cual no significa que pueda renunciar ya que es 
una manifestación del derecho de defensa y por tanto para este sector 
posee el carácter irrenunciable. 
 
4.1.5. Resultado del análisis de entrevistados  
Para esta investigación se aplicó la técnica de la entrevista, la cual resultó 
útil para preciar los alcances, la aplicación y los criterios de los 
operadores de justicia respecto al derecho a la no incriminación en la 
Corte de Lima Norte. Asimismo, los resultados obtenidos de esta técnica 
permiten corroborar las hipótesis planteadas. 
Tabla 7: Ficha Técnica de la entrevista 
Entrevistado Descripción 
Enrique Pardo Del 
Valle 
Juez  del Sétimo Juzgado Especializado 
Penal de la Corte Superior de Lima Norte 
Graciela Mercedes 
Fernández López 
Juez Penal del 1er Juzgado Especializado 






Juez del 2do Juzgado Especializado en la 
Penal de la Corte Superior de Lima Norte 
Katty Pazo Morales Abogado litigante en la Corte Superior de 
Lima Norte  






A continuación se detallan las convergencias y divergencias de los 
entrevistados.  




Todos los entrevistados 
manifestaron conocer los alcances 
del derecho a la no incriminación. 
Esta figura jurídica la reconocen 
como un derecho y una garantía a la 
vez. 
 
Sin embargo, los entrevistados, 
sobre todo la abogada no logró 
precisar en qué instrumento jurídico 
o norma está contemplado ese 
derecho. Manifiestan desconocer la 
norma porque ésta la aplican 
dependiendo del caso y no se lo 
aprenden de memoria. Por su lado, 
los jueces más dominio temático y 
legal sobre los alcances del derecho 
a la no incriminación.  
 
Los abogados de manera 
coincidente señalaron que los 
jueces tienen costumbres 
inquisidoras y que por la general 
tienden a acusar antes de tiempo 
y a condenar por adelantado y 
que muchas veces se dejan llevar 
por la apariencia física del 
imputado para condenarlo. 
 
 
Ante la pregunta sobre el modo en 
que los despachos judiciales 
respetan el derecho a la no 
incriminación, los jueces 
percibieron que era una pregunta 
que cuestionaba su labor y 
pusieron resistencia al responder. 
Solo atinaron a señalar que ellos 
aplican la ley según sea el caso y 
que lo hacen respetando lo que 
haya que respetar. 
 
Los jueces manifestaron que, en 
general, los abogados cumplen con 
lo que les corresponde en la 
defensa técnica, agotan las vías 
correspondientes y procuran hacer 
valer los derechos de su 
patrocinado, además de que tienen 
a favorecer en todo lo que les 
corresponde a sus patrocinados. 
 
Los abogados señalan que los 
jueces no cumplen con los plazos, 
pierden objetividad en sus 
interrogatorios y que las 
condiciones en la que laboran 
limitan el cumplimiento de los 
objetivos. Pusieron el ejemplo que 
cuando acuden a revisar los 
expedientes muchas veces estos 
están en el piso, desordenados y 
expuestos a la intemperie y eso da 






Los jueces indicaron que no han 
recibido quejas de los abogados 
respecto a su labor. Los abogados 
señalaron que en algunas 
ocasiones han quejado a los jueces 
por incumplimiento de sus 
funciones pero que no ha habido 
sanciones efectivas. Además 
señala que temen quejar a los 
jueces por las represalias que 




Los abogados a diferencia de los 
jueces señalaron que sí han 
quejado en más de una 
oportunidad a los jueces por no 
cumplir con los plazos establecidos 
por ley. 
 
Los entrevistados (jueces y 
abogados) manifestaron 
desconocer los mecanismos 
procesales que garantizan el 
respeto al derecho a la no 
incriminación. Luego precisaron 
que los mecanismos para hacer 
valer los derechos negados son 
los impugnatorios, quejas y 
denuncias ante el órgano de 
control correspondiente. Los 
abogados manifestaron 
desconfianza sobre los órganos 
de control pues raras veces se 
imponen sanciones ejemplares 
contra los jueces que realizan mal 
su labor. Asimismo manifestaron 
que no han sido pasibles de 
sanción por incumplir su labor sea 




La divergencia entre los 
entrevistados radica, principalmente, 
en que cada quien de acuerdo al 
contexto y circunstancia, aplican e 
interpretan el derecho a la no 
incriminación. En muchos casos de 
modo contrapuesto y en posiciones 
divergentes.  
Cada quien hace uso de los 
mecanismos, habilidades y 
argumentos que le permitan 
respaldar su posición.  
 
Análisis de las entrevistas 
Como conclusión de las entrevistas se debe señalar que los jueces 
colaboraron con la entrevista. En general supieron responder a las 
preguntas, aunque en los detalles suelen olvidar o no precisar las 
respuestas. Se evidencia que entre los jueces y abogados existen 





abogados suelen quejarse más de los jueces.  Por último, todos los 
entrevistados manifestaron la importancia del derecho a la no 
incriminación.  
  Queda claro que las entrevistas respaldan y validan las 






















































5.1. Discusión respecto a la Categoría Derecho a la no incriminación 
 
Se llega al final de la investigación y queda presentar la discusión y 
contrastar los resultados de la investigación, así como las diversas fuentes 
analizadas (primarias y secundarias), precisar las diferentes posturas  a 
favor o en contra, así como plantear una propia posición.  
  Según Villavicencio, con quien se coincide, no debe sobrevalorarse 
el papel de la causalidad. Así, constatada la relación de causalidad entre la 
acción y el resultado típico, el segundo paso, consistirá en la imputación del 
resultado a dicha acción. Como se observa, el primer paso consiste en una 
comprobación, donde se verificará, desde un punto de vista natural, la 
relación de causalidad; el segundo paso será la comprobación de un vínculo 
jurídico entre la acción y el resultado.  
  Este segundo aspecto no es más que el juicio normativo de la 
imputación objetiva, en relación con los delitos de resultado. Entonces, es 
posible observar que la influencia de las nuevas tendencias sobre la 
imputación objetiva y sus márgenes de aplicación son apreciables en el 
Derecho, y se cree que esto resulta adecuado, en la medida de la necesidad 
de contar con una moderna dogmática penal que construya límites al poder 
penal, el mismo que se presenta cada vez más amplificado por las actuales 
tendencias sobrecriminalizadoras. 
  Para De Paz, con quien también se coincide, y así lo hace también 
la doctrina analizada, en toda imputación de un delito el Ministerio Público 
debe realizar una investigación adecuada practicando las diligencias 





al imputado o imputados así como también para formular una tipificación 
correcta del hecho delictivo. El Ministerio Público y el Juez siempre deben 
respetar y hacer cumplir los derechos individuales y garantías 
constitucionales del imputado para garantizar el debido proceso y 
cumplimiento de la normativa jurídica guatemalteca, creándose así 
credibilidad en los órganos jurisdiccionales de Guatemala por parte de la 
población guatemalteca. Este mismo ejemplo, se cree, debe seguirse en 
Perú.  
  Por su lado, Londoño y con él, los entrevistados (sobre todo los 
jueces) sugiere extender la protección constitucional a la dignidad humana, 
como principio fundante del Estado Social de Derecho y del ordenamiento 
jurídico, en cuanto a los protocolos que deben crearse e implementarse para 
la toma de las muestras autorizadas, contra la voluntad del procesado, por el 
Juez de Control de Garantías. Se considera válida la propuesta de Londoño 
toda vez que se ha observado que en la práctica los jueces no siguen un 
enfoque constitucional que permite delimitar sus funciones y respetar los 
derechos fundamentales.  
  Del resultado del análisis de los antecedentes y el marco teórico se 
puede deducir que el derecho a no declarar y el derecho a la no 
autoincriminación se fundamentan en la dignidad de la persona humana al 
ser reconocido el imputado o, en su caso acusado, como sujeto y no como 
mero objeto del proceso. Es un derecho reconocido en el constitucionalismo 
moderno y, en la medida en que el imputado puede defenderse de forma 
pasiva, guardando silencio, entronca también con el derecho fundamental de 





pesar del silencio, la carga de la prueba sigue correspondiendo por entero a 
la parte acusadora.  
  Como resultado del análisis de la jurisprudencia revisada, queda 
claro que el ejercicio del derecho fundamental a la no autoincriminación  
queda claro que no pueden derivarse consecuencias negativas para su 
titular. Por ello somos críticos con aquella jurisprudencia, tanto del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, como del Tribunal Constitucional y de la 
propia Sala Segunda del Tribunal Supremo, que permite tener en cuenta de 
forma negativa el silencio del interesado en situaciones que requiriesen una 
explicación por su parte para apreciar la fuerza persuasiva de las pruebas de 
cargo. Se entiende el silencio del acusado no puede ser utilizado ni siquiera 
como indicio, que sumado a otro, pudiera llevar a fundamentar una sentencia 
condenatoria, pues ello desvirtuaría el contenido esencial de este derecho 
fundamental reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución, el cual sería 
irreconocible si el silencio pudiera ser utilizado en contra del reo.  
  El derecho a la no autoincriminación, si bien tiene sustantividad 
propia, está en íntima conexión con el derecho fundamental de defensa y 
con la presunción de inocencia, pues en un proceso penal garantista la 
pasividad del acusado ha de considerarse como un modo que tiene éste de 
defenderse, habida cuenta que la carga de la prueba de los hechos objeto 
de acusación corresponde exclusivamente, también en estos casos de 
defensa pasiva, a la parte acusadora.  
  Se está de acuerdo con Pico i Junoy cuando señala que el derecho 
a no confesarse culpable está al conectado al derecho a no declarar y 





defensa, al que prestan cobertura en su manifestación pasiva, esto 
precisamente la que se da con la inactividad del sujeto sobre el que recae o 
puede recaer una imputación. Por ello, sugiere que el órgano judicial debe 
ilustrar al imputado siempre desde el primer acto procesal, sus derechos 
constitucionales. 
 
5.2. Discusión sobre la Categoría del derecho a la presunción de 
inocencia 
Desde los resultados del análisis de la doctrina, Fix Zamudio recuerda que la 
verdadera garantía de los derechos de la persona consiste precisamente en 
su protección procesal, para lo cual es necesario distinguir entre los 
derechos del hombre y las garantías de tales derechos, que no son otras 
que los medios procesales mediante los cuales es posible su realización y 
eficacia. En el caso del derecho a la no incriminación, este resulta un 
derecho fundamental que ningún magistrado debe desconocer y se espera 
que los de la Corte Superior de Lima Norte también lo consideren así.   
  Por su lado, para Campos y Salas una de las grandes 
manifestaciones del derecho a la presunción de inocencia conlleva a afirmar 
que una persona de no colaborar con su propia condena o de decidir si 
desea voluntariamente introducir alguna información al proceso es lo que se 
conoce como el ejercicio de su derecho a declarar. Esto tiene mucho que ver 
con el desplazamiento de la carga de la prueba que la asume quien acusa, 
lo que genera que el inculpado no tenga la obligación de declarar o de 
aportar elementos que lo lleven a su propia incriminación o, por último, a 





Campos y Salas, los jueces deberían conocer y aplicar estos aportes.  
    La doctrina de modo unánime coincide con Jakobs para quien la 
imputación objetiva muestra su aspecto formal desde los inicios de la 
humanidad, pero su aspecto material o contenido depende del 
correspondiente contexto social, es decir, en cuanto el desarrollo de una 
sociedad se haya producido, las posibles soluciones a sus quebrantamientos 
normativos podrán materializarse. Los criterios de imputación objetiva en su 
conjunto cabe reconducirlos a dos raíces y tienen dos contenidos distintos. 
Por una parte, se trata de la finalidad propia del Derecho Penal de garantizar 
la seguridad de las expectativas, entre ellas que se respete del derecho a la 
presunción de inocencia. De esta finalidad de la regulación se deriva el 
comportamiento adecuado socialmente no se puede imputar como injusto, ni 
siquiera aun cuando tenga efectos dañosos por un desgraciado 
desencadenamiento de circunstancias. La realización de la conducta 
socialmente adecuada está permitida.  
  Por su lado, Remigio señala que el Acuerdo Plenario constituye un 
instrumento mediador de garantía y efecto materializador del proceso penal 
en cuanto sus garantías específicas y genéricas, en particular del derecho a 
la presunción de inocencia. Asimismo, el Derecho Penal estima que dicho 
mecanismo de vinculación entre operadores jurídicos garantizaría la emisión 
de uniformes fallos judiciales, con el respeto de la predictibilidad como 
garantía del proceso penal. Por su lado, los órganos judiciales, fiscales y 
abogados, estiman por conveniente que no solo la actividad judiciales cuente 
con capacitaciones o congresos definidos a la aplicación de su labor 





capacitados pues la defensa de sus bienes jurídicos objetos de tutela para 
cada caso en particular estima conveniente que se desarrolle bajo los 
cánones de garantismo y contradicción por cuanto no es plausible la 
vulneración de garantías y derechos fundamentales entre ellos el de 
presunción de inocencia, la cual como se evidenció con las entrevistas, está 
siendo vulnerado por los operadores de justicia de la Corte Superior de Lima 
Norte. 
  En ese sentido, lo que manifestaron los entrevistados coincide 
también con lo expuesto a la discusión precedente. Los jueces entrevistados 
suelen tener mayor dominio de los aspectos doctrinarios y legales del 
derecho a la no incriminación pero los abogados más estrategias para 
defender a su patrocinado haciendo uso de los fundamentos jurídico, 
doctrinarios y legales que les permita asegurar una defensa óptima. Con lo 


















  PRIMERO: La tendencia contemporánea en los órganos 
jurisdiccionales del mundo, y el Perú no está ajeno a ello, es que han 
asumido un Derecho penal del enemigo y un Derecho procesal penal del 
enemigo, las que se han incorporado en la mente y en la práctica de los 
operadores de justicia que tienen como misión principal velar porque se 
respeten los principios del Estado de Derecho y las garantías y derechos 
fundamentales del imputado que caracterizan el proceso penal del Estado de 
Derecho. 
  SEGUNDO: Con esta investigación ha quedado evidenciado que los 
jueces penales de la Corte Superior de Lima Norte incumplen con respetar el 
derecho fundamental a la no incriminación de los justiciables lo que se 
evidencia con las constantes quejas e impugnaciones sobre su accionar y 
resoluciones. Este incumplimiento se debe en parte al desconocimiento de 
los jueces de la doctrina y legislación comparada respecto al cumplimiento 
del derecho a la no incriminación. Los jueces parecen haber olvidado que les 
corresponde mantener vigente su formación y que esto es permanente.  
  TERCERO: Ante la omisión y negligencia de los jueces, felizmente 
los abogados cumplen un rol efectivo y determinante en la defensa de los 
derechos de los imputados puesto que procuran salvaguardar el derecho a 
la no incriminación de sus patrocinados. En muchas ocasiones los abogados 
han salvaguardado el derecho a la no incriminación de su patrocinado, 





  CUARTO: También se ha podido constatar que los mecanismos 
procesales que garantizan el respeto al derecho a la no incriminación de los 
justiciables han tenido poca eficacia para salvaguardar el mencionado 
derecho. Esta poca efectividad de los mecanismos procesales no se debe a 
que los mecanismos están mal planteados, sino que no se trata solo de 
regular y legislar ni de implementar mecanismos. El problema es más 
profundo. Mientras no cambie la mentalidad inquisidora del juez por una que 
asuma un enfoque de derechos humanos y garantista de los derechos 
fundamentales, se seguirá cometiendo abusos y excesos por parte de los 
magistrados. La justicia debe quitarse las vendas de los ojos y hacer justicia 
viendo la cara a los imputados, conociendo sus historias, explicando los 
hechos y demostrando la culpabilidad, si lo hubiera. No se puede continuar 
con una administración de justicia torpe y vulneradora de derechos.  
  QUINTO: La Corte Superior de Lima Norte en muchos casos omite 
en sancionar a los jueces que incumplen con respetar el derecho a la no 
incriminación de los imputados, mellando la credibilidad y honorabilidad de 
dicha Corte. Al parecer el espíritu de cuerpo mal entendido hace que los 
excesos y abusos de los jueces queden sin sanción. Eso no es positivo de 
cara a la percepción de la población. Se requiere un Poder Judicial creíble, 












 PRIMERA: El Poder Judicial debe implementar un Programa de 
Formación y Capacitación permanentemente a los jueces penales de la 
Corte Superior de Lima Norte desde un enfoque de derechos. Los 
magistrados deben conocer y valorar la dignidad humana, y parte de esta 
dignidad es respetar el derecho fundamental a la no incriminación de los 
justiciables. Esto evitaría las constantes quejas e impugnaciones sobre su 
accionar y resoluciones, y sobre todo, se resolverían los casos con la mayor 
justeza posible, que es lo que todos esperan. 
 SEGUNDA: Los Colegios de Abogados, en particular de Lima Norte, 
deberán pronunciarse cuando se determine que los órganos jurisdiccionales 
cometan abusos. Los Colegios de Abogados deberán ser la voz de tantos 
indefensos e imputados expuestos a los abusos de los operadores de 
justicia. De igual modo, los Colegios de Abogados deberán ofrecer curso, 
capacitaciones y talleres a los jueces, fiscales y policías que resuelven día a 
día los casos, denuncias y demandas a fin de que estén en mejores 
condiciones de realizar su labor. 
 TERCERA: El Poder Judicial, el Ministerio Público y la Policía 
Nacional deberán fortalecer sus mecanismos procesales a fin de garantizar 
el respeto al derecho a la no incriminación de los justiciables y de este modo 
hacerlo más eficaces. Una manera de cumplir ello, es atendiendo de modo 
estricto a los Protocolos, plazos y normas que regulen y protejan el derecho 
a la no incriminación. Los órganos jurisdiccionales del Perú deberían seguir 





administración de justicia un lugar honorable, creíble y confiable. Eso 
favorece la institucionalidad democrática y contribuye al fortalecimiento de 
mecanismos apropiados, legales y justos.  
 
 CUARTA: La Corte Superior de Lima Norte deberá crear un 
mecanismo eficiente que permita sancionar ejemplarmente a los jueces que 
incumplen con respetar el derecho a la no incriminación de los imputados, 
mellando la credibilidad y honorabilidad de dicha Corte. Este mecanismo 
podría ser un Observatorio, la cual debe estar actualizada y atenta al 
desenvolvimiento de los magistrados. Todos deben saber que el juez hace 
justicia en nombre del pueblo, y es el pueblo el que debe estar vigilante 
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